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Asunto: Ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 258 de 2011 Senado. 

Respetado señor Presidente: 

Cumpliendo con la designación que nos hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, rendimos el informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley número 258 de 2011 Senado, por la cual se establece un proceso especial para otorgar título de propiedad material de bienes inmuebles y se dictan otras disposiciones.

1. Introducción

El 5 de mayo de 2011, el Senador Eduardo Enríquez Maya radicó el Proyecto de ley número 258 de 2011 Senado, mediante la cual se establece un proceso especial para otorgar títulos de propiedad al poseedor material de bienes inmuebles, y se dictan otras disposiciones
[1][1]. 

El proyecto es de iniciativa congresional y se inscribe en el tema de formalización de la propiedad que en lo rural está desarrollando el gobierno, participa de la necesidad de solucionar los problemas existentes, tanto en la ciudad como en el campo, y propone una solución adecuada para reconocer los derechos del poseedor material de bienes inmuebles, cual es la alternativa procesal, pues, de un lado, las situaciones de hecho generan incertidumbre y desasosiego en la comunidad y, de otro, es deber del Congreso hacer uso del poder de configuración legislativa para dar a los colombianos seguridad y garantía en el ejercicio de sus derechos. 

El proyecto de ley, tiene por filosofía, desarrollar el artículo 22 de la Constitución Política, entendiéndolo en el más elemental de los sentidos, como un instrumento para abrir caminos de paz, ya que la paz, es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento. Los poseedores de buena fe no deben permanecer en silencio, en actitud pasiva. Por el contrario, deben aspirar a tener una expresión jurídica y esta es, un proceso público, oral, ágil y garantista que r efleje y satisfaga sus pretensiones, desde luego con el respeto de los derechos de terceras personas. 

El informe de ponencia fue acogido y aprobado por la Comisión Primera del Senado el 18 de mayo de 2011. En desarrollo del debate se aprobaron varias proposiciones, después de una concertación entre los ponentes, sus equipos, el asesor de la Comisión Primera y los Ministerios del Interior y de Justicia y de Agricultura y Desarrollo Rural. 

A continuación, se hará una descripción del contenido del proyecto, así como de las conclusiones que determinaron su aprobación por parte de la Comisión y las adicionales que sirven para proponer darle segundo debate en la Plenaria del Senado de la República. 

2. Objeto del proyecto 

El presente proyecto de ley tiene por objeto: 

¿ Proponer una solución adecuada para reconocer los derechos del poseedor material de bienes inmuebles, urbanos y rurales, sanear los títulos que conllevan la llamada falsa tradición a través de una alternativa de procesal especial, sin inmiscuirse en el proceso de restitución de tierras que contiene la ley de víctimas (Ley 1448 de 2011).

¿ Articularse en el programa de formalización de la propiedad rural que adelanta el Gobierno Nacional.

¿ Desarrollar los principios que rigen el proceso público, oral, ágil, garantista, con respeto de los derechos de terceras personas. 

¿ Regular la participación del Ministerio Público en el proceso especial.

¿ Hacer efectivo el propósito de democratizar la propiedad.

¿ Coadyuvar en la consecución de las metas del Estado Social de Derecho, cuáles son: la unidad nacional, la prosperidad general, el trabajo, la igualdad y la justicia. 

2.1 Justificación del objeto

Nuevos y palpitantes motivos han surgido para insistir en este proyecto de ley. Entre otros, los niveles de pobreza de nuestra comunidad rural han aumentado, tanto por la influencia de factores externos, como por la ocurrencia de fenómenos naturales como el invierno. El último de tal magnitud que obligó al gobierno a declarar el estado de emergencia, social y ecológica, para atender sus consecuencias. Y además, el gobierno ha expuesto, dentro de la política de prosperidad democrática, varias iniciativas que se relacionan con la propiedad, tales como el reconocimiento de las víctimas y la reparación e indemnización de los perjuicios que se les han causado y la restitución de tierras a los desplazados. Todos estos temas fueron tratados en el trámite que el Congreso impartió al proyecto que ahora es la Ley 1448 de 2011. 

El derecho de propiedad, elevado a la categoría de fundamental por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, es inherente al trabajo y a las actividades que día a día realizan mujeres y hombres en nuestra sociedad, pues ambos se materializan en la adquisición y conservación de bienes para atender necesidades presentes y futuras. 

La propiedad rural es un objetivo que llama la atención del actual gobierno y en especial del Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, pues la explotación, la posesión de tierras y su formalización en títulos legítimos coadyuvan en la consecución de las metas centrales de todo Estado Social de Derecho, cuales son la unidad nacional, la prosperidad general, el trabajo, la igualdad y la justicia. 

El colombiano que con esfuerzo y buena fe llega a poseer bienes, tiene derecho a que el Estado le reconozca esta situación y le titule su propiedad para poder usarla, gozarla y disponer de ella si es del caso, siempre con vocación de servicio o función social. Así podrá involucrarse en el giro ordinario de los negocios lícitos, satisfacer sus necesidades personales y familiares y vivir con tranquilidad. 

3. Contenido del proyecto 

El proyecto contiene 4 capítulos a los que nos referimos a continuación: 

Capítulo I: Se incluyen en este capítulo las disposiciones generales, integradas por el objeto, los sujetos, los principios rectores y los requisitos que deben cumplirse para acceder al trámite del nuevo proceso. 

Capítulo II: El proyecto regula el ámbito de aplicación de la ley comprendiendo estos temas: 

a) La prescripción agraria de que trata el artículo 12 de la Ley 200 de 1936, reformado por el artículo 4° de la Ley 4ª de 1973 y el Decreto-ley 508 de 1974;

b) Las prescripciones, ordinaria y extraordinaria, sobre predios rurales reguladas por los Códigos Civil y de Procedimiento Civil;

c) El saneamiento de la falsa tradición en la propiedad inmueble a que se refiere la Ley 1182 de 2008;

d) La autoridad competente, las facultades del juez, los titulares de la acción, requisitos de la demanda y sus anexos, la admisión de la demanda, la audiencia especial, la oposición, la decisión y los recursos, la nulidad de pleno derechos, el registro del título y los honorarios. 

Capítulo III: Se trata en este capítulo de la actuación del Ministerio Público y la asistencia jurídica. 

Capítulo IV: Se regula en este capítulo lo referente a:

a) La audiencia de conciliación prejudicial y su alcance;

b) Los requisitos de procedibilidad;

c) Los asuntos conciliables;

d) La gratuidad de la conciliación;

e) La audiencia de conciliación;

f) La notificación y el registro del acta;

g) La aplicación retrospectiva de la ley. 

4. Conclusiones del análisis del proyecto para el primer debate

Para el análisis del proyecto se tuvo en cuenta la viabilidad constitucional, su coherencia con la política de tierras, en especial la de Formalización de la Propiedad Rural del Gobierno Nacional, así como la armonización con el sistema legal colombiano. Las conclusiones derivadas de cada perspectiva fueron estas: 

Viabilidad constitucional. Del análisis general realizado y de las discusiones del articulado no se avizora que el articulado propuesto riña con la Constitución tanto desde la perspectiva de las normas relativas al procedimiento, como a su alcance (1, 2, 22, 29,)
[2][2],  por el contrario es un proyecto que se enmarca en los propósitos del Estado Social de Derecho de democratizar la propiedad privada, tema relacionado con el contenido del artículo 60 de la Constitución Política. Así mismo, los principios que inspiran el nuevo proceso y su desarrollo, armonizan con los postulados de la organización política, frente al derecho que postula el demandante, y a los derechos que podrían invocar terceras personas. 

Coherencia con la política en materia de tierras del Gobierno Nacional. La política integral del Gobierno implica, por un lado, la restitución de tierras contenida en la Ley 1448 de 2011, con la cual este proyecto armoniza totalmente, pues consagra que en casos de desplazamiento forzado o hechos de violencia generalizada, despojo o abandono forzado, este proceso no se aplicará y se enterará a la autoridad correspondiente para lo de su cargo. Por otro lado, el Programa de Formalizac ión de Propiedad Rural, dentro de la Prosperidad Democrática
[3][3], es coherente con el propósito de este proyecto, más aun constituye un mecanismo adecuado para alcanzar la finalidad prevista en la política del gobierno. De modo que titulación y formalización de la propiedad son conceptos complementarios y no incompatibles. 

5. Primer debate en la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado

En la ponencia inicial, después del análisis del proyecto, se propuso darle primer debate y así se aprobó en el seno de esta célula legislativa. Como resultado del estudio posterior de la iniciativa se presentaron 10 proposiciones, a las cuales nos referimos en seguida: 

5.1 Cambios introducidos en el primer debate

Los cambios introducidos en este debate fueron, teniendo en cuenta la numeración correspondiente al articulado debatido en la Comisión Primera: 

Artículo 2°. Sujetos. Se eliminó la frase final, ¿y que el inmueble no esté destinado a cultivos ilícitos, ni haya sido adquirido como resultado de esta actividad¿. 

En su parágrafo, se especificó que constituye posesión material para inmuebles rurales: la destinación a vivienda, la explotación económica, o la conservación ambiental. 

Artículo 3°. Principios rectores. Se modifica ¿Los asuntos que se tramiten mediante este proceso especial se regirán por el procedimiento verbal sumario y su trámite se hará de manera oral y en una sola audiencia. 

Artículo 4°. Requisitos. En su numeral 2, se cambia el término de la posesión material de diez (10) a cinco (5) años y se antepone la palabra no ¿en¿ se admitirá la acumulación de posesiones, dejando con ello como excepción dos situaciones salvo las provenientes del causante a favor de los herederos que se encuentran en posesión efectiva de la herencia y el tiempo del desplazamiento o abandono forzado de la tierra a favor de las víctimas, se adiciona en este último caso, no se exigirá la posesión material. 

Se elimina el numeral 3 (será incorporado en el numeral ¿b¿ del artículo ¿13 Anexos¿). 

En el segundo inciso del numeral 4 se adiciona zonas de páramos, y se elimina la salvedad que contemplaba para los predios que se encuentren en aéreas priorizadas para la ejecución de programas especiales de formalización. 

En su numeral 5 se adiciona y aquellos que están dentro del régimen de propiedad parcelaria establecido en la Ley 160 de 1994. 

Se adiciona un numeral final al artículo en los siguientes términos: ¿Que el inmueble no se encuentre ubicado en zonas declaradas de inminente riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, en los términos de la Ley 387 de 1997 y sus reglamentos y demás normas que la adicionen o modifiquen, o en similares zonas urbanas, salvo que el poseedor que acuda a este procedimiento se encuentre identificado dentro del informe de derechos sobre inmuebles y territorios a los que se refiere el Decreto 2007 de 2001¿. 

En el parágrafo, se ajusta su referencia a la nueva ordenación de los numerales del artículo. 

Artículo 5°. Pruebas. Se impone al juez el verificar el cumplimiento de los requisitos de procedibilidad, se le da un término de diez (10) días, para consultar el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) y el Plan de Desarrollo del respectivo municipio; los informes de predios de los Comités Locales de Atención Integral a la Población Desplazada o en riesgo de desplazamiento; la información administrada por el Incoder: el IGAC o la autoridad catastral correspondiente: la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos respectiva: La Corporación Autónoma Regional; los sistemas de información o sitios web de los Ministerio de Ambiente, Agricultura y Desarrollo Rural; el Registro Único de Atención a Población Desplazada (RUPTA) y el Sistema de Información de Población Desplazada (SIPOD). 

Para conseguir lo anterior, se adicionan dos párrafos así ¿Esta información debe ser suministrada por las entidades competentes en un término de cinco (5) días y sin costo alguno¿, y ¿Las entidades encargadas de administrar la información requerida por el juez. deberán tomar las medidas necesarias para facilitar el acceso vía web o acceso directo en línea¿. 

Artículo 13. Anexos, en el literal ¿b¿ se cambia la palabra predio por inmueble y se nombran de manera enunciativa tipos de documentos que se podrían aportar como anexos, en este aspecto retoma el inciso 3 eliminado del artículo 4°.

En el literal ¿c¿, se especifica que, la certificación del plano la hará la autoridad catastral competente, lo que deberá contener dicho plano, finalmente se elimina el requisito de protocolizarlo ante notario. 

Artículo 14. Admisión de la demanda. Se le adiciona un nuevo inciso del siguiente tenor: ¿El Gobierno Nacional reglamentará mecanismos que faciliten la notificación en procesos masivos de formalización adelantados por el Programa Nacional de Formalización¿. 

Artículo 15. Audiencia. En el numeral 3, se dice que el juez en la situación allí prevista se apoyará en los técnicos designados por la entidad catastral competente. En el numeral 4 se cambia la palabra predio por inmueble, se cambian las siglas PNF por su expresión completa Plan Nacional de Formalización y se especifica el contenido del informe que en dado caso validará el juez proveniente del PNF. 

En el parágrafo 3°, se especifica que el registro de peritos del IGAC se conformará para efectos de la visita de inspección al inmueble, y que el Gobierno Nacional reglamentará la materia y garantizará la capacitación y formación de las personas que integran este registro. 

Artículo 16. Oposición. Se adicionó el parágrafo 3°, en el sentido de expresar que en los casos en donde no proceda la conciliación por estar la oposición debidamente probada por versar sobre alguna de las circunstancias allí previstas, la remisión que hará el juez del expediente y todos sus anexos es para que esta última conozca de ellos. 

Artículo 30. Notificaciones. Se adicionó un parágrafo que se ubicó como número uno del siguiente tenor: ¿Parágrafo 1°. El conciliador verificará las condiciones del inmueble, de conformidad con los artículos 4° y 5° de la presente ley, como también si el asunto es o no conciliable y si los solicitantes cumplen lo dispuesto por el artículo 2° de esta ley. 

Artículo 33. Vigencia. Cambia su redacción contentiva de una derogatoria tácita a una derogatoria expresa de ¿el artículo 12 de la Ley 200 de 1936, reformado por el artículo 4° de la Ley 4ª de 1973; el Decreto-ley 508 de 1974; el Código Civil y el Código de Procedimiento Civil en lo pertinente; y la Ley 1182 de 2008¿. 

Durante el debate no se negaron proposiciones: 

5.2 Consideraciones y constancias

A lo largo del debate intervinieron los honorables Senadores Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Juan Carlos Vélez Uribe, Luis Carlos Avellaneda Tarazona, Roberto Víctor Gerléin Echeverría y Manuel Enríquez Rosero quien adicionalmente deja 4 consideraciones para que si así se estima, sean consideradas para el segundo debate, estas son: 

¿ Modificar el artículo 2° para adicionar la frase o actividades ilícitas. 

¿ Suprimir el artículo 7°. 

¿ Modificar el artículo 11 para precisar que solo podrán usar el proceso especial aquí previsto quienes no sean propietarios de ningún bien inmueble en el territorio nacional. 

¿ Adicionar un párrafo al artículo 14 para que el juez solicite certificación a las entidades de catastro en el país, a fin de determinar si el titular de la demanda posee o no bienes inmuebles en el territorio nacional.

6. Análisis del proyecto para el segundo debate

Es necesario mencionar algunos datos relevantes y relacionados con la situación que el Programa de Naciones Unidas Para el Desarrollo muestra en su Informe de Desarrollo Humano de 2011 para el campesino colombiano
[4][4], en aquel, tras proponerse un nuevo sistema de medición de ruralidad, se establece que Colombia es más rural de lo que se pensaba. Con el índice del PNUD de ruralidad, tendríamos que es un 32% la población rural del país, y no un 25% como se creía, que las tres cuartas partes de los municipios del país son predominantemente rurales (75,5%) y que allí vive el 31,6% de la población y sus jurisdicciones ocupan el 94,4% del territorio nacional; de la conformación de la familia rural, agrega que en promedio está conformada por 4 miembros; lo alarmante es que según los resultados del PNUD, 75,5% de la población campesina es pobre o pobre extrema, esto es tres de cada cuatro; de esos tres, dos son pobres y uno pobre extremo, cifras que por mucho distan de la media nacional del 32,2% para pobreza o del 12.3% para pobreza extrema; de ahí iniciativas legislativas como la presente, articuladas con la política nacional, serán herramientas para combatir esta situación entre otros beneficios para todos los colombianos. 

Del lapso ocurrido entre la aprobación en primer debate y la presentación de este pliego de modificaciones es necesario hacer el siguiente recuento. Esta iniciativa legislativa ha estado acompañada desde su inicio por los Ministerios del Interior y de Justicia y Agricultura y Desarrollo Rural. En varias oportunidades se realizaron sesiones con miembros de la Mesa de Formalización que preside la cartera de Agricultura para sintonizar el proyecto con ese programa que adelanta el Gobierno Nacional. Las propuestas estudiadas incluyen observaciones del Departamento de Planeación Nacional, la Federación Nacional de Departamentos, el Colegio de Registradores, la OIM, MAPP-OEA. 

En cuanto a la articulación del proyecto, resaltamos que, con el Programa de Formalización de la Propiedad Rural, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, creó el Programa de Formalización de la Propiedad Rural, el cual ofrece oficiosamente soluciones masivas de formalización de la propiedad de la tierra a las capas más vulnerables de la población campesina, contribuye a garantizar los derechos de propiedad de dicha población y los derechos colectivos de tenencia de la tierra de las minorías étnicas, coopera en la conservación de las áreas protegidas, e impulsa la consolidación de una cultura de la formalida d. A través del Programa, el Gobierno se propone formalizar 663.000 predios rurales en el término de 10 años. 

A la Unidad Coordinadora del Programa, entre sus funciones, se le asignó, la de asistir al Ministro de Agricultura en la identificación y promoción de los cambios normativos, procedimentales e institucionales necesarios para el logro de los objetivos y metas del Programa. En cumplimiento de las mismas, la Unidad Coordinadora conformó un Grupo de Apoyo al Programa de Formalización, en el cual participan las entidades que cumplen funciones relacionadas con la formalización de la propiedad rural, a saber: el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) y la Superintendencia de Notariado y Registro. 

En el marco del Programa de Formalización de la Propiedad Rural se propone un procedimiento masivo, integrado y participativo para el saneamiento de la propiedad privada, adjudicación de baldíos, catastro y registro mediante el método de barrido predio a predio. En esta propuesta las entidades del Estado relacionadas con la propiedad rural actúan en forma concurrente, simultánea y coordinada. En un enfoque proactivo, el Programa se acerca a la población ubicando una oficina temporal en el municipio y ofrece un conjunto de servicios para la formalización de la propiedad, dando prioridad a los grupos humanos integrados por mujeres, etnias, campesinos pobres y desplazados. Esta formalización cubre la adjudicación de baldíos y el saneamiento de la titularidad de predios privados: falsa tradición, sucesiones ilíquidas, pertenencias, o la protocolización de escrituras, resoluciones de adjudicación de baldíos o sentencias antiguas no registradas oportunamente. 

A su turno, el señor Ministro del Interior y de Justicia, doctor Germán Vargas Lleras brindó su colaboración a esta iniciativa, su aporte vino de manos del Viceministro de Justicia, doctor Pablo Felipe Robledo, quien contribuyó a perfilar el pliego de modificaciones para que sea la herramienta apropiada que desarrolle los fines que pretende este proyecto a través del proceso especial contemplado desde la órbita jurídico-procesal.

Ahora bien, es menester recordar que, este proyecto tiene como antecedente la Ley 1182 de 2008
[5][5], vigente, con la cual se persigue también convertir a Colombia en un país de propietarios. Su propósito, el saneamiento de títulos que conlleven la llamada falsa tradición, se incluye en el presente proyecto, por lo que se contempla su derogatoria expresa. 

Para finalizar, hay que expresar que las recomendaciones enviadas por los diferentes ministerios han sido consideradas dentro del estudio previo a la elaboración del pliego de modificaciones que se propone. 

Teniendo en cuenta el desarrollo del primer debate y la reseña anterior, reiteramos los argumentos esgrimidos durante la sesión de la Comisión Primera, e insistimos en la viabilidad constitucional y en la conveniencia de la aprobación del proyecto con las siguientes modificaciones: 

7. Explicación del pliego de modificaciones propuesto para segundo debate

¿ Respecto del título de la ley, se adiciona la expresión, sanear la falsa tradición y consecuente con ello se cambia la frase ¿se dictan¿ por y dictar por ello el título de la ley quedaría así: 

¿por la cual se establece un proceso especial para otorgar títulos de propiedad al poseedor material de bienes inmuebles, sanear la falsa tradición y dictar otras disposiciones¿. 

¿ Se elimina el Capítulo IV ¿Conciliación Prejudicial¿, los artículos 24 a 31 debido a lo delicado que es en Colombia el tema de la propiedad. El atribuirle efectos de título registrable al acta de conciliación podría conllevar a problemas. Es posible con aquella conciliación, que se deje por fuera a terceros con derechos sobre el inmueble objeto de este mecanismo. Del mismo modo, no se pueden equiparar los efectos inter partes producto de una conciliación con los efectos erga omnes de una sentencia que titula propiedad, en la cual los terceros indeterminados también han sido integrados a la litis y por tanto la decisión judicial también les es oponible. 

¿ Se modifica el orden de los capítulos y artículos, según la técnica legislativa a fin de otorgar mayor unidad de forma, por ello el esquema del texto, sus capítulos y artículos es: 

Capítulo I. Disposiciones generales 

En este primer capítulo, se integran aquellas disposiciones de carácter general que regulan el objeto, los sujetos del derecho y las definiciones que por medio de este proyecto se tipifican, a fin de lograr coherencia y sistematización del texto legal, que permita fácil y rápidamente poner en funcionamiento del proceso de titulación de la posesión. Asimismo, se describen los principios rectores del proceso especial, como también los requisitos para aplicar el nuevo proceso, previendo en forma numerus clausus, o de exclusión qué bienes inmuebles quedan fuera del ámbito material de la ley. Por eso se propone esta distribución de artículos: 

¿ Artículo 1°. Objeto.

¿ Artículo 2°. Sujetos del derecho. 

¿ Artículo 3°. Poseedores de inmuebles rurales. 

¿ Artículo 4°. Poseedores de inmuebles urbanos. 

¿ Artículo 5°. Proceso especial. 

¿ Artículo 6°. Requisitos 

Capítulo II. Proceso especial de titulación de la posesión material sobre inmuebles urbanos y rurales 

El segundo capítulo del pliego de modificaciones prevé, qué asuntos podrán ser tramitados por medio del proceso especial que se propone, así como las prerrogativas especiales con las que cuenta el juez competente. Para facilitar el trámite, que es uno de los objetivos de esta ley, se ha investido al juez competente de poderes especiales para hacer efectivos los principios que inspiran el proceso especial. De igual manera, este capítulo contempla los requisitos de la demanda, los anexos y también la serie de garantías que se pretenden establecer para lograr la titulación por medio de un proceso fácil y ágil.

Enseguida el capítulo regula las fases del proceso y el contenido de los autos pronunciados por el juez, los recursos que proceden contra la resolución y las causales de nulidad que pueden invocarse eventualmente contra el fallo. Finalmente se dispone el registro del título y la fijación de los honorarios de apoderados y perito agrario. La estructura del articulado queda de la siguiente manera: 

¿ Artículo 7°. Asuntos.

¿ Artículo 8°. Juez competente.

¿ Artículo 9°. Poderes especiales del juez.

¿ Artículo 10. Requisitos de la demanda. 

¿ Artículo 11. Anexos. 

¿ Artículo 12. Información previa a la admisión de la demanda. 

¿ Artículo 13. Admisión de la demanda. 

¿ Artículo 14. Contenido del auto admisorio de la demanda. 

¿ Artículo 15. Audiencia. 

¿ Artículo 16. Oposición. 

¿ Artículo 17. Sentencia. 

¿ Artículo 18. Recursos. 

¿ Artículo 19. Causales de nulidad. 

¿ Artículo 20. Honorarios. 

Capítulo III. Otras disposiciones 

Este capítulo recoge las disposiciones que pretenden regular la actuación del Ministerio Público, así como la exigencia del derecho de postulación a través de abogado en el proceso. 

Finalmente, en este capítulo se determina la vigencia y efecto general e inmediato de la ley. El articulado queda de la siguiente forma: 

¿ Artículo 21. Ministerio Público.

¿  Artículo 22. Asistencia Jurídica.

¿ Artículo 23. Efecto general e inmediato de la ley.

¿ Artículo 24. Vigencia.

8. Características esenciales del proyecto 

Como puede observarse el proyecto de ley original y de las proposiciones que lo acompañan para el segundo debate se destacan de su contenido y filosofía estas características. 

Se trata de la adopción de una ley con un procedimiento moderno de titulación de la propiedad y saneamiento de títulos. 

El proceso responde a las nuevas técnicas procesales de celeridad, publicidad y oralidad. 

El proceso prevé todas las etapas necesarias para llegar a una decisión adecuada y equitativa. 

El proceso garantiza el conocimiento público y el respeto por los derechos de quienes se opongan a las pretensiones del demandante. 

Por las anteriores consideraciones y con base en lo dispuesto por la Constitución Política y la ley, proponemos a los honorables Senadores dar segundo debate al Proyecto de ley número 258 de 2011 Senado con el pliego de modificaciones que se adjunta. 

Cordialmente, 

Eduardo Enríquez Maya, Coordinador de Ponentes; Roy Leonardo Barreras Montealegre, Jesús Ignacio García Valencia, Luis Carlos Avellaneda Tarazona, Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Hemel Hurtado Angulo, Juan Carlos Vélez Uribe, Ponentes.

PLIEGO DE MODIFICACIONES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 258 DE 2011 SENADO

por la cual se establece un proceso especial para otorgar títulos de propiedad al poseedor material de bienes inmuebles, sanear la falsa tradición y dictar otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es establecer un proceso especial para otorgar título de propiedad al poseedor material de bienes inmuebles, urbanos o rurales, y para sanear títulos que conlleven la llamada falsa tradición, con el fin de garantizar seguridad jurídica en los derechos sobre inmuebles, propiciar el desarrollo sostenible y prevenir el despojo o abandono forzado de inmuebles.

Artículo 2°. Sujetos del derecho. Podrá otorgarse título de propiedad a quien o a quienes demuestren posesión material sobre bienes inmuebles, urbanos o rurales, que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley.

Quien o quienes tengan título o títulos registrados a su nombre con la inscripción de títulos que conlleven la llamada falsa tradición, tales como la enajenación de cosa ajena, la transferencia de derecho incompleto o sin antecedente propio de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 7° del Decreto-ley 1250 de 1970, podrán sanearlos, siempre y cuando cumplan los requisitos previstos en esta ley.

Parágrafo. Podrán acceder al proceso especial previsto en la presente ley los cónyuges y compañeros permanentes con sociedad conyugal o patrimonial vigente, caso en el cual el juez expedirá el fallo a favor de los dos.

Artículo 3°. Poseedores de inmuebles rurales. Quien pretenda obtener título de propiedad sobre un inmueble rural mediante el proceso especial establecido en la presente ley, deberá demostrar posesión material pública, pacífica e ininterrumpida por el término de cinco (5) años sobre un predio cuya extensión no exceda la de dos (2) Unidades Agrícolas Familiares (UAF), establecida por el Instituto Colombiano de Desarrollo rural Incoder o por quien cumpla las respectivas funciones en el lugar de ubicación del inmueble.

Para efectos de la presente ley, se entenderá por posesión material sobre un inmueble rural, la explotación económica, la vivienda rural y la conservación ambiental.

Se prohíbe la acumulación de posesiones sobre predios rurales, salvo la proveniente del causante en favor de sus herederos.

Artículo 4°. Poseedores de inmuebles urbanos. Quien pretenda obtener título de propiedad de un inmueble urbano bajo el proceso especial establecido en la presente ley, deberá demostrar posesión regular o irregular por los términos establecidos en la ley para la prescripción ordinaria o extraordinaria sobre bienes inmuebles urbanos cuyo avalúo catastral no supere los doscientos cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (250 SMMLV).

En el evento de que el bien objeto del proceso no cuente con avalúo catastral, se tendrá en cuenta su valor comercial, el cual será indicado por el demandante en la demanda y no deberá ser superior a doscientos cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes (250 SMMLV).

Parágrafo. La declaración de pertenencia y el saneamiento de la falsa tradición de la vivienda de interés social se regirán por las normas especiales para la prescripción establecidas en el artículo 51 de la Ley 9ª de 1989.

Artículo 5°. Proceso especial. Los asuntos objeto de esta ley se tramitarán por el proceso oral aquí previsto y se guiarán por los principios de concentración de la prueba, impulso oficioso, publicidad, contradicción y prevalencia del derecho sustancial. En lo no regulado en esta ley, se aplicarán las disposiciones previstas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso verbal.

Artículo 6°. Requisitos. Para la aplicación del proceso especial de que trata esta ley se requiere:

1. Que los bienes inmuebles no sean de uso público, fiscales o que tengan el carácter de inalienables, imprescriptibles e inembargables, conforme a la Constitución Política y a la ley, en especial los señalados en los artículos 63, 72, 102 y 332 de la Constitución Política y, en general, aquellos bienes cuya posesión, ocupación o transferencia, según el caso, se hallen prohibidas o restringidas por normas constitucionales o legales.

2. Que el demandante posea o haya poseído materialmente el inmueble en forma pública, pacífica y continua, y por los términos descritos en la presente ley.

Podrá acumularse el tiempo del desplazamiento o abandono forzado de la tierra a favor de las víctimas. En este último caso, no se exigirá la posesión material durante el tiempo del desplazamiento o abandono forzado.

3. Que el inmueble no se encuentre sometido al proceso de restitución de que trata la Ley 1448 de 2011 o cualquier otro proceso judicial o administrativo tendiente a la reparación o restablecimiento a víctimas de despojo o abandono forzado de tierras.

Si iniciado el proceso especial de que trata la presente ley, el inmueble es vinculado a los procedimientos previstos en el inciso anterior, el juez remitirá inmediatamente el caso, con toda la información existente sobre el mismo, a la Unidad Administrativa de Gestión para la Restitución.

4. Que el inmueble objeto del proceso no se encuentre ubicado en las áreas o zonas que se señalan a continuación:

a) Zonas declaradas como de alto riesgo no mitigable identificadas en el Plan de Ordenamiento Territorial y en los instrumentos que lo desarrollen y complementen, o aquellas que se definan por estudios geotécnicos que adopte oficialmente la Administración Municipal, Distrital o el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina en cualquier momento.

b) Las zonas o áreas protegidas, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 2ª de 1959 y el Decreto 2372 de 2010 y demás normas que sustituyan o modifiquen.

c) Áreas de resguardo indígena o de propiedad colectiva de las comunidades negras u otros grupos étnicos.

d) Zonas de cantera que hayan sufrido grave deterioro físico, hasta tanto se adelante un manejo especial de recomposición geomorfológica de su suelo que las habilite para el desarrollo urbano.

5. Que las construcciones no se encuentren, total o parcialmente, en terrenos afectados por obra pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 37 de la Ley 9ª de 1989.

6. Que el inmueble no se encuentre sometido a procedimientos administrativos agrarios de titulación de baldíos, extinción del derecho de dominio, clarificación de la propiedad, recuperación de baldíos indebidamente ocupados, deslinde de tierras de la Nación, o de las comunidades indígenas o afro descendientes, o delimitación de sabanas o playones comunales conforme a la legislación agraria y aquellos que están dentro del régimen de propiedad parcelaria establecido en la Ley 160 de 1994.

Esta información, será publicada por parte del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) o por quien cumpla las respectivas funciones con el fin de que los jueces competentes y los demás interesados, puedan consultarla de manera permanente.

7. Que el inmueble no se encuentre ubicado en zonas declaradas de inminente riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, en los términos de la Ley 387 de 1997, sus reglamentos y demás normas que la adicionen o modifiquen, o en similares zonas urbanas, salvo que el poseedor que acuda a este proceso se encuentre identificado dentro del informe de derechos sobre inmuebles y territorios a los que se refiere el Decreto 2007 de 2001.

Parágrafo. Cuando la persona se encuentre en cualquiera de las situaciones descritas en el numeral 4, será incluida en los programas especiales de reubicación que deberá diseñar la administración municipal de conformidad con la política nacional para estos fines.

CAPÍTULO II

Proceso especial para la titulación de la posesión material sobre inmuebles urbanos y rurales, y saneamiento de títulos con falsa tradición

Artículo 7°. Asuntos. Se tramitarán y decidirán mediante este proceso especial los siguientes asuntos:

a) Prescripción agraria

b) Prescripciones, ordinaria y extraordinaria, sobre inmuebles rurales y ur banos reguladas por el Código civil o el Código de Procedimiento Civil.

c) El saneamiento de la falsa tradición

Artículo 8°. Juez competente. Para conocer el proceso especial de que trata esta ley, será competente en primera instancia, el Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal del lugar donde se hallen ubicados los bienes, y si estos comprenden distintas divisiones territoriales, el de cualquiera de ellas a elección del demandante y a prevención.

Cuando concurran varios poseedores sobre un mismo inmueble de mayor extensión, estos podrán acumular sus pretensiones en una sola demanda.

Artículo 9°. Poderes especiales del juez. Para garantizar el cumplimiento del objeto, la finalidad y los principios del presente proceso, el Juez tendrá los siguientes poderes especiales:

1. Acceder en forma permanente y de la forma más ágil y oportuna a los registros y bases de datos de que trata el artículo 13 de esta ley, con el fin de verificar la situación del inmueble objeto del presente proceso o para suplir cualquier deficiencia de la demanda, sus anexos o requisitos.

2. Decidir sobre lo controvertido y probado, aunque la demanda sea defectuosa, siempre que esté relacionado con el objeto de la litis.

3. Valorar como prueba dentro del proceso la información recaudada como resultado de Procedimientos de Formalización Masiva que ejecute el Gobierno Nacional, previo traslado a las partes.

4. Desechar actuaciones y diligencias inútiles y rechazar solicitudes, incidentes y pruebas improcedentes o inconducentes, recursos que no estén legalmente autorizados y todo medio de carácter dilatorio.

5. Precaver, cuando tome medidas con relación a un inmueble, riesgos consiguientes de paralización de la explotación del mismo y de daños y pérdidas de cosechas o de otros bienes agrarios.

6. Utilizar todos los mecanismos para garantizar que no se desvirtúen los fines y principios establecidos en esta ley, en especial, lo atinente a la igualdad real de las partes ante la justicia, la tutela judicial de los derechos de la parte más débil, la gratuidad de la justicia, la simplicidad en los trámites, la celeridad de los procesos, la oficiosidad, la inmediación, la sana crítica, la concentración de la prueba y el debido proceso.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo es aplicable, en lo pertinente, a los Jueces Civiles del Circuito con relación a los procesos de pertenencia que conozcan.

Artículo 10. Requisitos de la demanda. La demanda deberá cumplir con los requisitos generales previstos en el Código de Procedimiento Civil.

Adicionalmente, el demandante deberá manifestar en la demanda que:

a) El bien sometido a este proceso no se encuentra en las circunstancias de exclusión previstas en los numerales 1, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 6° de la presente ley.

b) La existencia de vínculo matrimonial o de unión marital de hecho. En este caso, deberá suministrar la identificación completa y dat os de ubicación del cónyuge o compañero (a) permanente. Esto con el fin de que el juez expida el fallo a favor de la pareja.

Las declaraciones hechas por el demandante de los literales a y b de este artículo se entenderán realizadas bajo la gravedad de juramento.

Artículo 11. Anexos. Además de los anexos previstos en el Código de Procedimiento Civil, a la demanda deberán adjuntarse los siguientes documentos:

a) Certificado de Tradición y Libertad del Inmueble o Folio de Matrícula Inmobiliaria en donde consten las personas inscritas como titulares de derechos reales sujetos a registro. El certificado de que no existen o no se encontraron titulares de derechos reales sobre el predio rural objeto de este proceso especial, es ineficaz para lleno de este requisito. Cuando el inmueble haga parte de otro de mayor extensión, deberá acompañarse el certificado que corresponda a este, y cuando el inmueble involucre distintos inmuebles, deberá acompañarse el certificado de todos los inmuebles involucrados.

Lo anterior se aplica a los procesos ordinarios de pertenencia sobre predios rurales que se tramiten ante los jueces civiles de circuito.

b) Los medios probatorios con que pretenda probar su posesión o la falsa tradición y las características de esta, entre otros, los documentos públicos o privados en los que conste la relación jurídica del demandante con el inmueble, constancias de pago de impuestos, servicios públicos, contribuciones, valorizaciones, actas de colindancias o cualquier otro medio probatorio que permita establecer la destinación del inmueble a vivienda, explotación económica o conservación ambiental, y el tiempo de permanencia en el inmueble, sin perjuicio de las demás oportunidades probatorias a que tenga derecho.

c) Plano certificado por la autoridad catastral competente que deberá contener: localización del inmueble, cabida, linderos con sus respectivas medidas, nombre completo e identificación de colindantes, destinación económica , vigencia de la información, dirección del inmueble o nombre con el que se conoce el inmueble rural en la región. En caso de que la autoridad competente no certifique el plano en el término establecido en el parágrafo de este artículo, el demandante probará que solicitó la certificación, manifestará que no tuvo respuesta su petición y aportará al proceso el plano respectivo.

Parágrafo. Las entidades competentes para expedir los certificados o documentos públicos de que trata este artículo, tendrán un término perentorio de quince (15) días hábiles para hacerlo, so pena de que el funcionario renuente incurra en falta grave. Basta la copia simple de estos documentos, los originales se expedirán en papel común y no se exigirá vigencia de los mismos.

Artículo 12. Información previa a la admisión de la demanda. Salvo que el demandante aporte la información o documentos con la demanda, el juez, en el término de diez (10) días contados a partir del día de la presentación de la misma, consultará el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) y el Plan de Desarrollo del respectivo municipio, los informes de inmuebles de los Comités Locales de Atención Integral a la Población Desplazada o en riesgo de desplazamiento, la información administrada por el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o la autoridad catastral correspondiente y el Registro de Bienes Despojados.

Esta información debe ser suministrada por las entidades competentes en la forma y términos previstos en el parágrafo del artículo anterior, y sin costo alguno.

En aquellas áreas donde se implemente el Programa Nacional de Formalización de la Propiedad Rural que lidera el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, se levantarán los respectivos informes técnico-jurídicos, planos y actas de colindancias, las cuáles serán valoradas por el juez como prueba suficiente de la identificación, ubicación, situación jurídica, social, económica, uso y destinación del inmueble a formalizar.

El juez ordenará las pruebas de oficio, cuando las aportadas no suministren los elementos de juicio suficientes para titular la posesión. En aras del principio de celeridad, el juez se abstendrá de ordenar peritajes o inspección judicial sobre el inmueble, salvo que sea estrictamente necesario pa ra definir el objeto del proceso.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se aplica en lo pertinente, a los Jueces Civiles del Circuito, con relación a los procesos de pertenencia que conozcan en primera instancia en razón a su competencia.

Artículo 13. Admisión de la demanda. Recibida la demanda y la información a que se refiere el artículo anterior, el juez procederá a resolver sobre su admisión, inadmisión o rechazo dentro de los tres (3) días siguientes. Rechazará la demanda cuando encuentre que el inmueble objeto de este proceso especial esté en alguna de las circunstancias de exclusión previstas en los numerales 1, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 6° de esta ley, o cuando la demanda se dirija contra indeterminados. Procederá a su inadmisión en aquellos eventos en los cuales la demanda no sea subsanable por la actividad oficiosa del juez, y dará cinco (5) días para que el demandante la subsane. En los demás casos procederá a su admisión.

Artículo 14. Contenido del auto admisorio de la demanda. En el auto admisorio de la demanda, se ordenará lo siguiente:

1. Como medida cautelar oficiosa, la inscripción de la demanda en el Folio de Matrícula Inmobiliaria.

2. La notificación personal del auto admisorio de la demanda al titular o titulares de derechos reales principales que aparezcan en el certificado expedido por el registrador o folio de matrícula inmobiliaria, quiénes contarán con el término de diez (10) días para contestar la demanda.

La notificación se hará de conformidad con lo establecido en los artículos 315, 318 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

3. El emplazamiento a los demandados que en el término de cinco (5) días a partir de la comunicación, no concurran al despacho para su notificación personal. Este emplazamiento se hará por aviso que se publicará por el medio que el juez considere más expedito por un término de diez (10) días continuos. Vencido este término se entenderá surtida la notificación sin que proceda nombramiento de curador ad lítem. Si las personas citadas no concurren, se atendrán a los resultados del proceso.

4. La comunicación inmediata, por el medio más expedito, al respectivo Personero Municipal.

Artículo 15. Audiencia. Cumplido el trámite precedente y vencido el término de traslado de la demanda, el juez realizará audiencia dentro de los diez (10) días siguientes, y para el efecto fijará fecha y hora.

Una vez constituido el juzgado en audiencia pública, se aplicarán las siguientes reglas:

1. El juez escuchará las pretensiones, excepciones, posiciones y argumentos de las partes.

2. Hará todas las preguntas que estime convenientes a quienes participen en la audiencia, examinará los documentos aportados por las partes y solicitará los conceptos técnicos que considere pertinentes y conducentes para definir el objeto de la litis.

3. Si de lo alegado en la audiencia o de los documentos y testimonios aportados por las partes surgen dudas sobre la identificación plena del inmueble, su ubicación exacta, su uso o destinación a actividades ilícitas, el juez suspenderá la audiencia y ordenará una visita de inspección al inmueble. Para ello se apoyará en los peritos agrarios del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), que certificará tales situaciones. Esta diligencia se llevará a cabo dentro de los diez (10) días siguientes a la suspensión de la audiencia, vencidos los cuáles se reanudará y se oirá el concepto técnico.

4. Cuando el inmueble se encuentre en un área declarada de formalización por el Programa Nacional de Formalización, el juez se abstendrá de ordenar la diligencia de inspección al inmueble y validará dentro del proceso los respectivos informes técnico-jurídicos. El informe incluirá la identificación técnica del inmueble mediante plano, actas de colindancia, construcción social y documental sobre la situación de tenencia del inmueble, condiciones de uso, explotación o conservación, condiciones respecto a zonas no viables para el saneamiento, y actas de colindancias como prueba de la identificación, ubicación, situación jurídica, social, económica, uso y destinación del inmueble a titular.

Parágrafo 1°. Cuando se practique visita de inspección al inmueble y se encuentre acreditada la destinación del inmueble a actividades ilícitas, el juez ordenará el archivo del expediente y compulsará copias a las autoridades competentes para que se tomen las medidas penales pertinentes.

Parágrafo 2°. Si en la visita de inspección al inmueble se encuentran discrepancias sobre la identificación o ubicación del inmueble con respecto a la información de los documentos aportados por las partes, los técnicos dejarán constancia de ello en el acta de la visita y procederán a la actualización de la información y de los planos en las respectivas bases de datos. Una vez hechas las correcciones necesarias se presentará el concepto técnico al juez competente.

Parágrafo 3°. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) conformará un registro de peritos agrarios con agrimensores, topógrafos, agrónomos, técnicos o tecnólogos, para efectos de la visita de inspección al inmueble.

Artículo 16. Oposición. La Oposición se presentará oralmente en la audiencia o durante la visita de inspección al predio de que trata la presente ley, si la hubiere. Quien se pretenda oponer a la demanda y no se presentó a la audiencia, deberá justificarlo dentro de los tres días siguientes a esta, caso en el cual, el juez dentro de los cinco días siguientes a la justificación, practicará nueva audiencia para valorar las pruebas aportadas por el opositor y pronunciarse sobre la oposición.

Artículo 17. Sentencia. Si en la audiencia se determina la identificación y ubicación plena del inmueble, así como la posesión material que alega el demandante, y los demandados determinados e indeterminados no hubiesen presentado excepciones u oposiciones a las pretensiones de la demanda, o estas hubieren fracasado, el juez proferirá inmediatamente sentencia de primera instancia de titulación de la posesión material sobre el inmueble, o saneamiento de la llamada falsa tradición, la cual notificará en estrados.

Las sentencias que titulan la posesión material y la que sanea la llamada falsa tradición producirán efectos erga omnes y se inscribirán en el respectivo registro.

El juez, de oficio, enviará copia de la sentencia a la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, a las Oficinas de Catastro respectivas y al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), para lo de sus respectivas competencias y sin costo.

Parágrafo. Para el supuesto contemplado en el inciso final del artículo 8º de la presente ley, el juez en el fallo ordenará al registrador de instrumentos públicos abrir nuevo folio de matrícula inmobiliaria a cada uno de los inmuebles de menor extensión a favor del respectivo titular.

Artículo 18. Recursos. Contra la providencia que decida el asunto procederá el recurso de apelación ante el juez del circuito correspondiente.

La apelación de la sentencia se sustentará y concederá o negará en la misma audiencia. Concedido el recurso en el efecto suspensivo, el juez enviará inmediatamente el expediente al juzgado civil del circuito que corresponda, quien tendrá un término de cinco (5) días contados a partir del recibo del expediente, para desatar el recurso. El juez de primera instancia citará a una nueva audiencia de conformidad con el auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior.

Artículo 19. Causales de Nulidad. La persona que haya sid o víctima de despojo, usurpación o abandono forzado, que no pudo oponerse en el proceso especial de que trata esta ley, podrá solicitar en cualquier tiempo la nulidad de la sentencia ejecutoriada, ante el juez que conoció del proceso, tendiente a demostrar que la posesión del bien cuyo título se otorgó tuvo origen en alguna de esas circunstancias. Si lo demuestra, se declarará la nulidad de la mencionada providencia mediante auto susceptible del recurso de apelación.

Esta nulidad también podrá proponerse cuando a través de la sentencia se haya otorgado título sobre un bien del cual, según esta misma ley, no se podía adelantar el proceso especial.

Artículo 20. Honorarios. Los honorarios de los apoderados serán fijados por el juez en el mismo texto de la sentencia y no podrán exceder de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV). Los honorarios del perito agrario, si hubiere lugar a su intervención, serán de un salario mínimo legal mensual vigente (1 SMLMV).

CAPÍTULO III

Otras disposiciones

Artículo 21. Ministerio Público. En el proceso especial de que trata la presente ley, el Ministerio Público será ejercido por el Personero Municipal del lugar donde se tramite el proceso. Los Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios podrán actuar en la segunda instancia, con el fin de asegurar su intervención en el proceso como garantes del interés general, para prevenir la consolidación de despojos, la desaparición de pruebas o la ocurrencia de hechos y circunstancias ilegítimas que se puedan dar en este proceso.

La Procuraduría General de la Nación, en cooperación con el Gobierno Nacional, capacitará a los Personeros Municipales y a los Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios.

Artículo 22. Asistencia jurídica. Las partes en estos procesos deberán concurrir a través de apoderado; sin embargo, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) prestará asesoría jurídica y/o representación judicial gratuita a los demandantes en estos procesos, cuando así les sea solicitado, de acuerdo con sus capacidades institucionales.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural coordinará, con las entidades vinculadas al sector agropecuario, la forma de apoyar al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) para la prestación de los servicios de asesoría jurídica y representación judicial de que trata este artículo.

De la misma manera, el Ministerio de Justicia, podrá asesorar y ejercer la representación judicial gratuita de las personas que inicien el proceso especial de que trata la presente ley, de acuerdo con sus capacidades institucionales.

Artículo 23. Efecto general e inmediato de la ley. Todo aquel que a la entrada en vigencia de esta ley haya cumplido los requisitos previstos, podrá acogerse al proceso aquí establecido para titular su posesión o para sanear el título.

Artículo 24. Vigencia. Esta ley rige a partir de su promulgación y deroga el artículo 12 de la Ley 200 de 1936, reformado por el artículo 4° de la Ley 4ª de 1973, el Decreto-ley 508 de 1974 y la Ley 1182 de 2008.

Cordialmente,

Eduardo Enríquez Maya, Coordinador de ponentes; Roy Leonardo Barreras Montealegre, Jesús Ignacio García Valencia, Luis Carlos Avellaneda Tarazona, Jorge Eduardo Londoño Ulloa, Hemel Hurtado Angulo, Juan Carlos Vélez Uribe, Ponentes.

De conformidad con el inciso 2° del artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, se autoriza la publicación del presente informe.

El Presidente,

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General,

Guillermo León Giraldo Gil
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